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Con fecha 14 de noviembre de 2024, el Dr. Esteban Alejandro Villegas Villarreal, Gobernador del Estado de Durango, presentó 
a esta Legislatura del Estado, Iniciativa de Decreto, que contiene REFORMAS, ADICIONES Y DEROGACIONES A LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE DURANGO, misma que fue turnada a la Comisión de 
Puntos Constitucionales integrada por los CC. Diputados Bernabé Aguilar Carrillo, Alejandro Mojica Narvaez, Otniel García 
Navarro, Ernesto Abel Alanís Herrera, Alberto Alejandro Mata Valadez y Martín Vivanco Lira; Presidente, Secretario y Vocales 
respectivamente, los cuales emitieron su dictamen favorable con base en los siguientes: 

 
ANTECEDENTES. 

 
I. Con fecha 14 de noviembre de 2024 le fue turnada a este órgano dictaminador iniciativa con Proyecto de Decreto presentada 
por el Dr. Esteban Alejandro Villegas Villarreal, Gobernador del Estado de Durango, que contiene reformas, adiciones y 
derogaciones a la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango en materia de reforma al Poder Judicial local, 
para armonizarla con el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial de la Federación, publicada en el Diario Oficial 
de la Federación en fecha 15 de septiembre de 2024.  

II. Dicha iniciativa de Reforma Constitucional, fue sometida a la opinión del Tribunal Superior de Justicia, ya que versa sobre 
la materia de sus atribuciones, tal como lo establece el articulo 182 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Durango. 

 III.  Con fecha 15 de noviembre de 2024, por instrucciones de la C. Diputada María del Rocío Rebollo Mendoza, Presidenta 
de la Mesa Directiva, en sesión ordinaria, se acordó turnar a la Comisión que dictaminó, el informe rendido por escrito por 
parte del Tribunal Superior de Justicia, a que hace referencia el artículo 182 de la Constitución Local que, entre otras cosas, 
dispone que  toda iniciativa de reforma constitucional deberá ser sometida a la opinión, del Tribunal Superior de Justicia, 
cuando la reforma verse sobre la materia de sus atribuciones. 

 
CONSIDERACIONES 

PRIMERA. – Derivado del estudio y análisis de la iniciativa turnada a la Comisión Legislativa, y en el uso de las atribuciones 
conferidas por el artículo 120 fracción I de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Durango, para dictaminar sobre los 
asuntos que se refieren a reformas o adiciones a la Constitución General de la República o a la particular del Estado, esta 
comisión de Puntos Constitucionales, es competente para conocer del presente asunto. 

 
SEGUNDA. - El Titular del Poder Ejecutivo refiere que: el 15 de septiembre de 2024, se publicó en el Diario Oficial de la 
Federación, el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en materia de reforma del Poder Judicial. 

 
TERCERA. – Así mismo, el objeto planteado en la iniciativa presentada, señala reformar al sistema judicial mexicano e 
incorpora en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos salvaguardas y mecanismos democráticos que 
permitan a la ciudadanía participar activamente en los procesos de elección de las Ministras y Ministros de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, las Magistradas y Magistrados de Circuito, las Juezas y Jueces de Distrito y las Magistradas y 
Magistrados del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, así como de quienes integran los órganos de disciplina 
del Poder Judicial del Estado, con el propósito de que sus integrantes sean responsables de las decisiones que adopten frente 
a la sociedad y que sean sensibles a las problemáticas que aquejan a la ciudadanía, representando la pluralidad cultural, 
social e ideológica que conforman la nación para contar con un poder del Estado que constituya un pluralismo jurídico abierto, 
transparente, participativo, gratuito y con auténtica vocación de servicio público. 
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CUARTA. - Que el Decreto antes referido; establece en el transitorio octavo, párrafo segundo, la obligación para que las 
entidades federativas en un plazo de ciento ochenta días naturales a partir de la entrada en vigor, realicen las adecuaciones 
a sus constituciones locales. Así mismo señala la renovación de la totalidad de cargos de elección de los Poderes Judiciales 
locales, los que deberá de concluir en la elección federal ordinaria del año 2027, en los términos y modalidades qué estos 
determinen; en cualquier caso, las elecciones locales deberán de coincidir con la fecha de la elección extraordinaria del año 
2025 o de la elección ordinaria del año 2027.      

 
QUINTA. - Que derivado de la obligación impuesta por el constituyente permanente, es necesario realizar la adecuación al 
marco normativo estatal que así lo requiera, por lo anterior, el primer ordenamiento que debe de adecuarse a lo mandatado 
por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, es la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Durango.     

 

SEXTA. -  También comenta el Titular del Ejecutivo Estatal:  Que en ese tenor, en tiempo y forma, se formuló la presente 
iniciativa, misma que se adecua en materia judicial a lo estipulado por la Constitución Federal, generándose un nuevo proceso 
tanto para ocupar los cargos de Magistradas y Magistrados y de Juezas y Jueces, todos del Poder Judicial Local, así  como 
en el funcionamiento y estructura del Poder Judicial del Estado de Durango, para que esta alta tribuna, realice el trámite 
legislativo correspondiente.     

 
SEPTIMA. -  En ese orden de ideas: Para dar cumplimento integral a la obligación impuesta por la reforma a la Constitución 
Federal, es necesario realizar, en un primer momento, la adecuación de nuestra Constitución local conforme a nuestra Carta 
Magna, y una vez, hecho lo anterior, el siguiente paso será el de efectuar las reformas a las normas secundarias que de ella 
emanan. 

 
OCTAVA. - En esa línea:  Que como ya se ha indicado, se otorga a los estados un plazo de ciento ochenta días naturales, a 
partir de la entrada en vigor de la Reforma Constitucional para adecuar las particulares de las entidades, destacando como 
un asunto de relevante importancia, el hecho de que dentro de la misma reforma se impone la obligatoriedad de que las 
elecciones de integrantes de poderes judiciales locales, se deban llevar a cabo en concordancia con la fecha de la elección 
extraordinaria del año 2025 o de la elección ordinaria del año 2027. 

 
NOVENA. - Que, para lo anterior, es importante realizar la armonización legal, que permita no solo el tener una reforma 
constitucional local dentro del plazo señalado, sino también contar con el tiempo suficiente para efectuar la adecuación de la 
normatividad secundaria y, sobre todo, poder organizar adecuadamente en el proceso electoral que, en su caso, corresponda 
a las elecciones que ella establece.    

 
DECIMO. – Cabe hacer mención que, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 182 de la Constitución Local, la opinión 
del Poder Judicial debe ser tomada en cuenta al momento de emitir un decreto que afecte la esfera jurídica del mismo,  

La opinión en comento fue presentada ante el Plenos del Congreso misma que en su parte medular dispone: 

… 

En conclusión, el Pleno del Tribunal del Estado considera que la presente iniciativa de reforma contribuye significativamente 
al fortalecimiento del sistema judicial en el Estado de Durango, promoviendo un Poder Judicial más cercano a los derechos 
humanos. 

 
En suma, esta reforma se fundamenta en principios del derecho tales como la igualdad ante la ley, el acceso efectivo a la 
justicia y la protección de los derechos humanos, establecidos tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos como en tratados internacionales suscritos por México, tales como la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
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Es ese sentido, la propuesta que hoy se analiza, no solo busca mejorar la estructura y funcionamiento del sistema de justicia, 
sino también garantizar que el acceso a la justicia sea un derecho plenamente ejercido por todas las personas sin distinción 
alguna, cumpliendo con el principio de igualdad procesal. Asimismo, se promueve la autonomía e independencia del Poder 
Judicial, elementos fundamentales para garantizar la imparcialidad de sus decisiones, conforme a los estándares 
internacionales en materia de justicia, de ahí que esta propuesta aborda de manera integral la necesidad de contar con un 
sistema judicial que sea capaz de responder de manera efectiva a los desafíos contemporáneos, promoviendo la eficiencia 
en la administración de justicia y la protección de los derechos de la población. 

 
En consecuencia, el Pleno del Tribunal del Estado se manifiesta a favor de la aprobación de la iniciativa en los términos 
planteados, confiando en que su implementación redundará en un beneficio para la sociedad duranguense. 

…  

 
Por lo anteriormente expuesto y considerado, la comisión que dictaminó hace suyas las condiciones y fundamentos que 
motivan la presente iniciativa con Proyecto de Decreto presentada por el Dr. Esteban Alejandro Villegas Villarreal, Gobernador 
del Estado de Durango, con fecha14 de noviembre de 2024, que contiene reformas, adiciones y derogaciones a la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de Durango en materia de reforma al Poder Judicial local, 

Y estima que, al cumplir dicha iniciativa con las disposiciones constitucionales con las adecuaciones realizadas a la misma, 
es procedente; lo anterior, con fundamento en lo que dispone el artículo 189, último párrafo de la Ley Orgánica del Congreso 
del Estado de Durango, en virtud de considerar que las mismas obedecen al mejoramiento de forma y fondo jurídicos.  
 
Con base en los anteriores Considerandos, esta H. LXX Legislatura del Estado, expide el siguiente: 

 
 

DECRETO No. 071 
 
 

LA SEPTUAGÉSIMA LEGISLATURA DEL HONORABLE CONGRESO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
DURANGO, EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIERE EL ARTÍCULO 82 DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA LOCAL, A NOMBRE DEL PUEBLO DECRETA: 
 
 
ARTÍCULO ÚNICO. Se Reforman la fracción IV del artículo 69, los incisos a), c), d), e) y f) de la fracción III del artículo 82, la 
fracción V del artículo 91, las fracciones V, VI, XXXVIII y XXXIX del artículo 98, los artículo 105, 107, 108, 109, 110, las 
fracciones IV y VII del artículo 112, el primer párrafo del artículo 116 bis, los artículos 117, 121, 122, 123, la denominación de 
la Sección Séptima del Capítulo VI para intitularla “DEL ÓRGANO DE ADMINISTRACIÓN DEL PODER JUDICIAL”, los 
artículos 124, 125, 126, 127, 128, 129 bis, la fracción V del artículo 163 QUÁTER, el primer párrafo del artículo 173, el primer 
párrafo del artículo 176, y el tercer párrafo del artículo 177; Se Adicionan la fracción XXXVIII del artículo 98 recorriéndose la 
subsecuente, la Sección Novena al Capítulo VI denominada “DEL TRIBUNAL DE DISCIPLINA JUDICIAL” y el artículo 129 
BIS; Se Deroga la fracción II del artículo 112, todos de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Durango, 
para quedar como sigue: 
 
 
ARTÍCULO 69.- (…) 
 
I. a III. (…) 
 
IV. No ser Secretario, Secretaria o Subsecretario, Subsecretaria, Comisionado, Comisionada o Consejero, Consejera de un 
órgano constitucional autónomo, Magistrado, Magistrada, integrante del Órgano de Administración del Poder Judicial 
del Estado, Auditora o Auditor Superior del Estado, Presidenta o Presidente Municipal, Síndica o Sindico, Regidora o 
Regidor de algún Ayuntamiento, servidora o servidor público de mando superior de la Federación o militar en servicio activo, 
salvo que se hubieren separado de su encargo de manera definitiva noventa días antes del día de la elección. 
 
V. a VII. (…) 
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ARTÍCULO 82.- (…) 
 
I. a II. (…) 
 
III. (…) 
 
a) Nombrar a la persona titular de la Auditoría Superior del Estado, las consejeras y los consejeros y comisionadas y 
comisionados de los órganos constitucionales autónomos, y en su caso a las y los presidentes municipales sustitutos.  
 
b) (…) 
 
c) Designar por mayoría simple a las personas integrantes del Comité de Evaluación a que hace referencia el artículo 
108 de esta Constitución.  
 
d) Designar, por mayoría simple a uno de los integrantes del Órgano de Administración del Poder Judicial, a que se 
refiere el artículo 125 de esta Constitución.  
 
e) Tomar protesta a la Gobernadora o Gobernador del Estado, Magistradas y Magistrados, Juezas y Jueces del Poder 
Judicial, las comisionadas y los comisionados, consejeras y consejeros de los órganos constitucionales autónomos 
y a las y los servidores públicos que se determine en esta Constitución y en las leyes.  
 
f) Resolver sobre las renuncias o licencias que presenten la Gobernadora o el Gobernador del Estado, las diputadas y los 
diputados, las Magistradas y los Magistrados, las y los integrantes del Órgano de Administración del Poder Judicial, 
las Juezas y los Jueces y las comisionadas y los comisionados, consejeras y consejeros de los órganos constitucionales 
autónomos, en los términos de esta Constitución y de la ley.  
 
g) (…) 
 
IV. a VII. (…) 
 
 
ARTÍCULO 91.- (…) 
 
I. a IV. (…) 
 
V. No ser Secretaria o Secretario o Subsecretario, Consejera o Comisionada Consejero o Comisionado de un órgano 
constitucional autónomo, Magistrada o Magistrado del Poder Judicial, integrante del Órgano de Administración del 
Poder Judicial, Auditora o Auditor Superior del Estado, Presidenta o Presidente Municipal, Síndica o Síndico, 
Regidora o Regidor del Ayuntamiento, servidor público de mando superior de la Federación, a menos de que se separe 
de su puesto cuando menos ciento veinte días antes del día de la elección. 
 
VI. a VII. (…) 
 
 
ARTÍCULO 98.- (…) 
 
I. a IV. (…) 
 
V. Designar a la persona integrante del Órgano de Administración del Poder Judicial, a que se refiere el artículo 125 
de esta Constitución. 
 
VI. Proponer al Congreso del Estado a las Magistradas y los Magistrados del Tribunal de Justicia Administrativa. 
 
VII. a XXXVII. (…) 
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XXXVIII. Designar a las personas integrantes del Comité de Evaluación a que hace referencia el artículo 108 de esta 
Constitución. 
 
XXXIX. Las demás que señale esta Constitución, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las 
leyes. 
 
 
 
ARTÍCULO 105.- (…) 
 
El Poder Judicial se deposita, para su ejercicio, en el Tribunal Superior de Justicia; el Tribunal Laboral Burocrático; el Tribunal 
de Menores Infractores; el Tribunal de Justicia Laboral; el Tribunal de Disciplina Judicial, los juzgados de Primera Instancia, 
y municipales, y el Centro Estatal de Justicia Alternativa. 
 
Las propuestas de candidaturas y la elección de las Magistradas y los Magistrados, las Juezas y los Jueces 
integrantes del Poder Judicial se realizarán conforme a las bases, procedimientos, términos, modalidades y 
requisitos que señala la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos en lo que resulte aplicable, y esta 
Constitución, estableciendo para ello, mecanismos públicos, abiertos, transparentes, inclusivos, accesibles y 
paritarios de evaluación y selección que garanticen la participación de personas que cuenten con los conocimientos 
técnicos necesarios para el desempeño del cargo y se hayan distinguido por su honestidad, buena fama pública, 
competencia y antecedentes profesionales y académicos en el ejercicio de la actividad jurídica. 
 
La Presidenta o el Presidente del Tribunal Superior de Justicia representa al Poder Judicial, sus actividades se 
dirigirán a vigilar el estricto cumplimiento de las determinaciones del Tribunal Superior de Justicia y a cuidar de la 
administración de justicia, conforme a las atribuciones y obligaciones que le fijen las leyes. 
 
En el desempeño de sus funciones resolverá las contiendas o controversias de naturaleza jurídica, que se sometan 
a su conocimiento, aplicando la normatividad establecida en la legislación común en vigor y en el área territorial del 
Estado. Además, aplicará los mecanismos alternativos de solución de controversias. 
 
Corresponde al Poder Judicial impartir justicia de manera pronta, completa, gratuita, independiente e imparcial, por 
tribunales que estarán expeditos para ello, y sus Magistradas, Magistrados, Juezas y Jueces y los miembros de la 
carrera judicial estarán sometidos únicamente al mandato legal. 
El procedimiento judicial será oral en aquellas controversias cuya naturaleza jurídica así lo permita y la ley así lo 
designe.  
La ley fijará los términos en que sea obligatoria la jurisprudencia que establezcan los tribunales del Poder Judicial.  
 
La competencia del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal de Disciplina Judicial; del Tribunal de Justicia Penal 
para Adolescentes, de los Juzgados, así como las responsabilidades en que incurran las servidoras y los servidores 
públicos del Poder Judicial, se regirán por lo que dispongan las leyes y los acuerdos generales correspondientes, 
de conformidad con las bases que esta Constitución establece. 
 
El Órgano de Administración del Poder Judicial, determinará el número de distritos, su división en distritos judiciales, 
competencia territorial y especialización por materias. 
 
Con excepción de los cargos sometidos a elección popular, la ley establecerá la forma y procedimientos, para la 
integración de los órganos jurisdiccionales, observando el principio de paridad de género. La elección de las 
Magistradas y los Magistrados, así como las Juezas y los Jueces, se regirá por las bases previstas en el artículo 108 
de esta Constitución. 
 
El Pleno del Tribunal Superior de Justicia estará facultado para expedir acuerdos generales, a fin de lograr una 
adecuada distribución de los asuntos que le competa conocer, dichos acuerdos surtirán efectos una vez que sean 
publicados. 
 
En el Poder Judicial del Estado, no podrán crearse ni mantenerse en operación fondos, fideicomisos, mandatos o 
contratos análogos que no estén previstos en la ley. 
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ARTÍCULO 107.- Las Magistradas y los Magistrados; las Juezas y los Jueces, los integrantes del Órgano de 
Administración del Poder Judicial, estarán impedidos para el ejercicio de su profesión, salvo asuntos propios, 
durante el período de su encargo. Tampoco podrán, en ningún caso, aceptar ni desempeñar empleo o encargo de la 
Federación, de las entidades federativas o de particulares, salvo los de carácter académico, científico u honorífico. 

 
… 
 
Las Magistradas y los Magistrados; las Juezas y los Jueces, y los integrantes del Órgano de Administración del 
Poder Judicial, percibirán una remuneración adecuada e irrenunciable, la cual no podrá ser mayor a la establecido 
por el artículo 127 de la constitución Política de los Estados Unidos. 
… 
 
Las licencias de las Magistradas y Magistrados, las Juezas y Jueces que no excedan de un mes, podrán ser 
concedidas por el Órgano de Administración del Poder Judicial, en términos de lo dispuesto por esta Constitución. 
Las licencias que excedan de este tiempo deberán justificarse y podrán concederse sin goce de sueldo por la 
mayoría de los miembros presentes del Congreso del Estado o, en sus recesos, por la Comisión Permanente, 
ninguna licencia podrá exceder del término de un año. 
 
Cuando la falta de una magistrada o magistrado, jueza o juez excediere de un mes sin licencia o dicha falta se deba 
a su defunción, renuncia o cualquier causa de separación definitiva, ocupará la vacante la persona del mismo género 
que haya obtenido el segundo lugar en número de votos en la elección para ese cargo; en caso de declinación o 
imposibilidad, seguirá en orden de prelación la persona que haya obtenido mayor votación. El Congreso del Estado 
tomará protesta a la persona sustituta para desempeñarse por el periodo que reste al encargo. 
 
Las renuncias de las magistradas y magistrados, las juezas y jueces, solamente procederán por causas graves; 
serán aprobadas por mayoría de los miembros presentes del Congreso o, en sus recesos, por la Comisión 
Permanente. 
 
 
ARTÍCULO 108.- El Tribunal Superior de Justicia, funciona en Pleno y en salas, y se integra con quince Magistradas 
y Magistrados. La presidencia del Tribunal Superior de Justicia, será por un periodo de tres años y se elegirá por el 
pleno de entre las cuatro personas que hayan obtenido el mayor número de votos en su respectiva elección, 
observando para ello el principio de alternancia de género. 
 
La persona que ocupe la presidencia del Tribunal Superior de Justicia rendirá protesta ante el Pleno del Tribunal, 
quien mientras ejerza su función no integrará Sala y no podrá volver a ser electo. 
 
El Tribunal Superior de Justicia contará, para el mismo periodo, con una vicepresidencia, que tendrá iguales 
atribuciones y obligaciones que aquél en el ejercicio de la suplencia, dicho cargo será ocupado por la persona que 
haya obtenido el segundo lugar en la elección a que se refiere el párrafo anterior.  
 
Las Magistradas y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal de Disciplina Juridicial; del Tribunal 
para Menores Infractores, y las Juezas y Jueces, serán elegidos de manera libre, directa y secreta por la ciudadanía 
el día que se realicen las elecciones estatales ordinarias del año que corresponda conforme al siguiente 
procedimiento: 
 
I. El Órgano de Administración del Poder Judicial, por lo menos con sesenta días de anticipación a la fecha de inicio 
del proceso electoral informará al Congreso del Estado, la conclusión del encargo de integrantes del Poder Judicial 
que se encuentren próximos al término de su periodo;  
 
II. El Congreso del Estado, publicará la convocatoria para la integración del listado de candidaturas, dentro de los 
treinta días naturales siguientes a la instalación del primer periodo ordinario de sesiones del año anterior al de la 
elección que corresponda, la que contendrá las etapas completas del procedimiento, sus fechas y plazos 
improrrogables y los cargos a elegir. En el caso de Juezas y Jueces se precisará la especialización por materia, el 
distrito judicial respectivo y demás información que se requiera; 
 
III. Los Poderes del Estado postularán el número de candidaturas que corresponda a cada cargo conforme a lo 
precisado en el presente artículo. Para la evaluación y selección de sus postulaciones, observarán lo siguiente: 



 
 

Fecha de Revisión 05/01/2022                                       No. de Rev. 03  FOR SSL 07 

 
a) Los Poderes establecerán mecanismos públicos, abiertos, transparentes, inclusivos, accesibles y paritarios que 
permitan la participación de todas las personas interesadas que acrediten los requisitos establecidos en esta 
Constitución y en las leyes; 
 
b) Cada Poder integrará un Comité de Evaluación conformado por tres personas reconocidas en la actividad jurídica, 
que recibirá los expedientes de las personas aspirantes, evaluará el cumplimiento de los requisitos constitucionales 
y legales e identificará a las personas mejor evaluadas que cuenten con los conocimientos técnicos necesarios para 
el desempeño del cargo y se hayan distinguido por su honestidad, buena fama pública, competencia y antecedentes 
académicos y profesionales en el ejercicio de la actividad jurídica. 
 
Para definir criterios uniformes y homologados, los Comités de Evaluación de los tres poderes deberán integrarse 
en un Comité Estatal de Evaluación, en el cual podrán generar lineamientos sobre procedimientos y criterios de 
evaluación. Deberán observar los Comités de Evaluación de cada poder, para elegir a los perfiles mejor evaluados; 
 
c) Los Comités de Evaluación de cada poder, integrarán un listado con las dos personas mejor evaluadas para cada 
cargo, observando la paridad de género, dichos listados se remitirán a la autoridad que represente a cada Poder del 
Estado para su aprobación y envío al Congreso del Estado. 
 
IV. El Congreso del Estado recibirá las postulaciones y remitirá los listados al Instituto Electoral y de Participación 
Ciudadana a más tardar el 15 de febrero del año de la elección que corresponda, a efecto de que organice el proceso 
electivo. 
 
Las personas candidatas podrán ser postuladas simultáneamente por uno o varios Poderes del Estado, siempre que 
aspiren al mismo cargo. Los Poderes que no remitan sus postulaciones al término del plazo previsto en la 
convocatoria no podrán hacerlo posteriormente, y 
 
V. El Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Durango efectuará los cómputos y declarará la 
validez de la elección, publicará los resultados y entregará las constancias a las candidaturas que obtengan el mayor 
número de votos, asignando los cargos alternadamente entre mujeres y hombres, iniciando por mujer. Dichos 
resultados podrán ser impugnados ante el Tribunal Electoral del Estado de Durango, quien resolverá las 
impugnaciones a más tardar el 15 de agosto del año de la elección. Las personas que resulten electas tomaran 
protesta ante el Congreso del Estado, el día que se instale el primer periodo ordinario de sesiones. 
 
Para el caso de Magistradas y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal de Disciplina Judicial; y 
del Tribunal de Justicia Penal para Adolescentes, la elección se realizará a nivel estatal conforme al procedimiento 
anterior y en los términos que dispongan las leyes. El Poder Ejecutivo postulará por conducto de la persona titular 
del Gobierno del Estado hasta dos personas aspirantes; el Poder Legislativo postulará, por mayoría simple, hasta 
dos personas, y el Poder Judicial del Estado, por conducto del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, postulará por 
mayoría de ocho votos, hasta dos personas. 
 
Para el caso de Juezas y Jueces, el Estado se dividirá en dos regiones conforme a las necesidades que determine el 
Órgano de Administración del Poder Judicial, en los términos del procedimiento establecido en este artículo y en lo 
que dispongan las leyes. Cada uno de los Poderes postulará hasta dos personas para cada cargo: el Poder Ejecutivo 
lo hará por conducto de su titular; el Poder Legislativo postulará, por mayoría simple, hasta dos personas, y el Poder 
Judicial del Estado, por conducto del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, postulará hasta dos personas por 
mayoría de ocho votos. 
 
El Congreso del Estado incorporará a los listados que remita al Instituto Electoral y de Participación Ciudadana a las 
personas que se encuentren en funciones en los cargos señalados en el párrafo anterior al cierre de la convocatoria 
respectiva, excepto cuando manifiesten la declinación de su candidatura dentro de los treinta días posteriores a su 
publicación o sean postuladas para un cargo diverso.  
 
La etapa de preparación de la elección estatal correspondiente iniciará con la primera sesión que el Consejo General 
del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana celebre en los primeros siete días del mes de noviembre del año 
anterior a la elección. 
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Las personas candidatas tendrán derecho de acceso a radio y televisión de manera igualitaria, en los términos 
dispuestos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Podrán, además, participar en foros de 
debate organizados por el Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Durango o en aquellos 
brindados gratuitamente por el sector público, privado o social en condiciones de equidad. 
 
Para todos los cargos de elección dentro del Poder Judicial, estará prohibido el financiamiento público o privado de 
sus campañas, así como la contratación por sí o por interpósita persona de espacios en radio y televisión o de 
cualquier otro medio de comunicación para promocionar candidatas y candidatos. Los partidos políticos y las 
personas servidoras públicas no podrán realizar actos de proselitismo ni posicionarse a favor o en contra de 
candidatura alguna. 
 
La duración de las campañas para los cargos señalados en el presente artículo será de treinta días y en ningún caso 
habrá etapa de precampaña. La ley establecerá la forma de las campañas, así como las restricciones y sanciones 
aplicables a las personas candidatas o servidoras públicas cuyas manifestaciones o propuestas excedan o 
contravengan los parámetros constitucionales y legales. 
 
 
ARTÍCULO 109.- (…) 
 
Las Magistradas y los Magistrados durarán en el ejercicio de su encargo nueve años, podrán ser reelectos y, si lo 
fueren, sólo podrán ser privados de sus puestos en los términos que determinen la Constitución Federal y la 
Constitución Local y la Legislación aplicable en materia de Responsabilidades. 
 
Las Magistradas y los Magistrados terminarán su encargo en cualquiera de los siguientes supuestos: 
 
I. Al determinarse incapacidad física o mental que impida el buen desempeño de sus funciones. 
 
II. Al cumplir setenta años de edad. 
 
III. En los demás casos que establezca esta Constitución y la ley de responsabilidades. 
 
 
ARTÍCULO 110.- Para ser electo Magistrada o Magistrado del Tribunal Superior de Justicia se requiere: 
 
I. Tener ciudadanía mexicana por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 
 
II. Contar al día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 108 de esta Constitución, 
con título de licenciatura en derecho expedido legalmente, y haber obtenido un promedio general de calificación de 
cuando menos ocho puntos o su equivalente, en caso de que así lo establezca la convocatoria respectiva y, de nueve 
puntos o equivalente en las materias relacionadas con el cargo al que se postula, en la licenciatura, especialidad, 
maestría o doctorado. Y práctica profesional de al menos tres años en un área jurídica afín a su candidatura; 
 
III. Contar con un mínimo de treinta años de edad al momento de tomar protesta; 
 
IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad; 
 
V. Haber residido en el Estado durante el año anterior al día de la publicación de la convocatoria señalada en la 
fracción I del artículo 108 de esta Constitución; 
 
VI. No haber sido Gobernador o Gobernadora del Estado, titular de alguna de las secretarías de despacho del 
Ejecutivo, Fiscal General, Diputada o Diputado Local, Diputada o Diputado, Federal, Senadora, Senador, Presidente, 
Presidenta, Sindico, Sindica o Regidor o Regidora de Ayuntamiento, o Consejera, Consejero o Comisionada o 
Comisionado de algunos de los organismos constitucionales autónomos, durante el año previo al día de la 
publicación de la convocatoria respectiva por el Congreso local. 
 
VII. Acreditar experiencia en impartición de justicia o haber acreditado curso, especialidad, maestría o doctorado en 
impartición de justicia. 
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Las Magistradas y los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia; del Tribunal de Disciplina Judicial; del Tribunal 
para Menores Infractores, y las Juezas y los Jueces tomarán protesta ante el Congreso del Estado. 
 
 
ARTÍCULO 112.- (…) 
 
I. (…) 
 
II. DEROGADA 
 
III. (…) 
 
IV. Designar, por mayoría de ocho votos, a los integrantes del Órgano de Administración que pertenecen al Poder 
Judicial del Estado.  
 
V. a VI. (…) 
 
VII. Designar, por mayoría de ocho votos, a las personas integrantes del Comité de Evaluación a que hace referencia 
el artículo 108 de esta Constitución. 
 
VIII. (…) 
 
ARTÍCULO 116 bis.- La resolución de las diferencias o los conflictos entre trabajadores y patrones, relativas al apartado A 
del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, estará a cargo del Tribunal de Justicia Laboral, 
cuyos integrantes serán electos atendiendo a lo dispuesto en la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, esta Constitución y la legislación aplicable. 
 
… 
… 
 
 
ARTÍCULO 117.- (…) 
 
Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal de Justicia Penal para Adolescentes se integrará por una Magistrada 
o Magistrado propietario de la Sala Unitaria, así como por las y los Jueces Especializados para Menores, las Juezas 
y los Jueces de Ejecución para Menores, además del personal jurídico y administrativo necesario para su adecuado 
funcionamiento. 
 
La Magistratura y Juezas y Jueces del Tribunal de Justicia Penal para Adolescentes, así como lo relativo en materia 
de justicia penal para adolescentes será electa de manera libre, directa y secreta por la ciudadanía, el día que se 
realicen las elecciones estatales ordinarias del año que corresponda, conforme al mismo procedimiento y requisitos 
que corresponden a los integrantes del Tribunal Superior de Justicia, y durará en el ejercicio de su encargo nueve 
años, pudiendo ser reelecta y, si lo fuere, sólo podrá ser privada de su puesto en los términos que determinen la 
Constitución Federal y la Constitución Local y la legislación aplicable en materia de responsabilidades. 
 
 
ARTÍCULO 121.- Las Juezas y los Jueces serán electos de manera libre, directa y secreta por la ciudadanía el día 
que se realicen las elecciones estatales ordinarias del año que corresponda, conforme al mismo procedimiento que 
los magistrados del Poder Judicial. 
 
Las atribuciones de las Juezas y los Jueces, se precisarán en la ley correspondiente. 
 
 
ARTÍCULO 122.- Para ser electo Jueza o Juez, se requiere: 
 
I. Tener ciudadanía mexicana por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos; 
 
II. Contar con un mínimo de veinticinco años de edad al momento de tomar protesta;  
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III. Contar el día de la publicación de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 108 de esta Constitución, 
con título de licenciatura en derecho expedido legalmente, y haber obtenido un promedio general de calificación de 
cuando menos ocho puntos o su equivalente, en caso de que así lo establezca la convocatoria respectiva y, de nueve 
puntos o equivalente en las materias relacionadas con el cargo al que se postula, en la licenciatura, especialidad, 
maestría o doctorado; 
 
IV. Gozar de buena reputación y no haber sido condenado por delito doloso con sanción privativa de la libertad;  
 
V. Haber residido en el país durante el año anterior al día de la publicación de la convocatoria señalada en el artículo 
108 de esta Constitución; y 
 
VI. Acreditar experiencia en impartición de justicia o haber acreditado curso, especialidad, maestría o doctorado en 
impartición de justicia en la Universidad Judicial. 
 
 
ARTÍCULO 123.- Las Juezas y los Jueces serán adscritos por el Órgano de Administración del Poder Judicial, con 
base en criterios objetivos y de acuerdo a los requisitos y procedimientos que establezca la ley. Durarán nueve años 
en el ejercicio de su encargo, al término de los cuales, podrán ser reelectos y, si lo fueren, sólo podrán ser privados 
de sus puestos en los términos que determinen la Constitución Federal y Constitución Local y la legislación aplicable 
en materia de responsabilidades. 
 
Independientemente de la región por la que hayan sido, electos las Juezas y los Jueces, podrán ser readscritos por 
el Órgano de Administración del Poder Judicial, con base en criterios objetivos, requisitos y procedimientos que 
establezca la ley.  
 
Las decisiones del Órgano de Administración del Poder Judicial, en materia de readscripción de Juezas y los Jueces, 
solo podrán ser impugnadas por los interesados ante el Tribunal de Disciplina Judicial. 
 
 

SECCIÓN SÉPTIMA 
DEL ÓRGANO DE ADMINISTRACIÓN DEL PODER JUDICIAL 

 
 
ARTÍCULO 124.- El Órgano de Administración del Poder Judicial, contará con independencia técnica y de gestión, y 
será responsable de la administración y carrera judicial del Poder Judicial.  
 
Tendrá a su cargo la determinación del número, división en distritos judiciales, competencia territorial y 
especialización por materias de los Juzgados; el ingreso, permanencia y separación del personal de carrera judicial 
y administrativo, así como su formación, promoción y evaluación de desempeño; la inspección del cumplimiento de 
las normas de funcionamiento administrativo del Poder Judicial; y las demás que establezcan las leyes. 
 
 
ARTÍCULO 125.- El Pleno del Órgano de Administración del Poder Judicial se integrará por cinco personas que 
durarán en su encargo seis años improrrogables, de las cuales una será designada por el Poder Ejecutivo, por 
conducto de la persona titular; uno, por mayoría simple, del Congreso del Estado; y tres por el Pleno del Tribunal 
Superior de Justicia del Estado, con mayoría de ocho votos. La presidencia del Órgano será electa por la mayoría de 
sus integrantes por un periodo de dos años y quien la ocupe no podrá ostentarla de nueva cuenta.  
 
Quienes integren el Pleno del Órgano de Administración del Poder Judicial, deberán: 
 
I. Ser mexicanos por nacimiento, en pleno ejercicio de sus derechos civiles y políticos;  
 
II. Contar con experiencia profesional mínima de cinco años;  
 
III. Tener título de licenciatura en derecho, economía, actuaría, administración, contabilidad o cualquier título 
profesional relacionado con las actividades del Órgano de Administración Judicial, con antigüedad mínima de cinco 
años y experiencia profesional afín a su materia; 



 
 

Fecha de Revisión 05/01/2022                                       No. de Rev. 03  FOR SSL 07 

 
IV. Contar con un mínimo de treinta años al momento de tomar protesta; y  
 
V. No estar inhabilitados para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, ni haber sido 
condenados por delito doloso con sanción privativa de la libertad. 
 
 
ARTÍCULO 126.- Las y los integrantes del Órgano de Administración Judicial, tomarán protesta ante el Pleno del 
Tribunal Superior de Justicia, y no representarán a quien los propone, por lo que ejercerán su función con 
independencia e imparcialidad. 
 
Durante su encargo, las personas integrantes del Pleno del Órgano de Administración del Poder Judicial sólo podrán 
ser removidas en los términos del Título Séptimo de esta Constitución. En caso de defunción, renuncia o ausencia 
definitiva de alguna de las personas integrantes, la autoridad que le designó hará un nuevo nombramiento por el 
tiempo que reste al periodo de designación respectivo. 
 
 
ARTÍCULO 127.- La ley establecerá las bases para la formación, evaluación, certificación y actualización de las y los 
servidores públicos, así como para el desarrollo de la carrera judicial, la cual se regirá por los principios de 
excelencia, objetividad, imparcialidad, profesionalismo, independencia y paridad de género. 
 
El ingreso, formación y permanencia del personal de la carrera judicial del Poder Judicial, se sujetará a la regulación 
establecida en las disposiciones aplicables. 
 
El Órgano de Administración del Poder Judicial contará con un órgano auxiliar con autonomía técnica y de gestión 
denominado Universidad Judicial, responsable de diseñar e implementar los procesos de formación, capacitación, 
evaluación, certificación y actualización del personal de carrera judicial y administrativo, sus órganos auxiliares y, 
en su caso, del público en general, así como de llevar a cabo los concursos de oposición para acceder a las distintas 
categorías de la carrera judicial en términos de las disposiciones aplicables. 
 
De conformidad con lo que establezca la ley, el Órgano de Administración del Poder Judicial estará facultado para 
expedir acuerdos generales para el adecuado ejercicio de sus funciones. El Tribunal de Disciplina Judicial podrá 
solicitar al referido Órgano la expedición de acuerdos generales o la ejecución de las resoluciones que considere 
necesarios para asegurar un adecuado ejercicio de la función jurisdiccional en los asuntos de su competencia. 
 
El Órgano de Administración del Poder Judicial, a solicitud del Pleno del Tribunal Superior de Justicia, podrá 
concentrar en uno o más órganos jurisdiccionales para que conozcan de los asuntos vinculados con hechos que 
constituyan violaciones graves de derechos humanos. La decisión sobre la idoneidad de la concentración deberá 
tomarse en función del interés social y el orden público, lo que constituirá una excepción a las reglas de turno y 
competencia. 
 
El Órgano de Administración del Poder Judicial elaborará el presupuesto del Poder Judicial, el cual será remitido 
por dicho órgano al Gobierno del Estado, para su inclusión en el proyecto de Presupuesto de Egresos del Estado. 
 
Las Juezas y los Jueces municipales serán designados por el Órgano de Administración del Poder Judicial, en los 
términos que señala esta Constitución y la ley. 
 
 
ARTÍCULO 128.- El servicio de defensoría pública en asuntos del fuero estatal será proporcionado por el Órgano de 
Administración del Poder Judicial, a través del Instituto de Defensoría Pública, en los términos que establezcan las 
disposiciones aplicables.  
 
El servicio de defensoría pública será gratuito, se prestará bajo los principios de probidad, honradez, 
profesionalismo, calidad y de manera obligatoria en los términos que establezca la ley.  
 
La organización y funcionamiento del Instituto de Defensoría Pública, se determinará en la ley. 
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La Universidad Judicial, será la encargada de capacitar a las y los defensores públicos, así como de llevar a cabo 
los concursos de oposición. 
 

SECCIÓN NOVENA 
DEL TRIBUNAL DE DISCIPLINA JUDICIAL 

 
 
ARTÍCULO 129 BIS.- El Tribunal de Disciplina Judicial es un órgano del Poder Judicial con independencia técnica, 
de gestión y para emitir sus resoluciones. 
 
Se integrará por cinco personas electas por la ciudadanía a nivel estatal conforme al procedimiento establecido en 
el artículo 108 de esta Constitución. 
 
Para ser elegibles, las Magistradas y los Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial deberán reunir los requisitos 
señalados en el artículo 110 de esta Constitución y ser personas que se hayan distinguido por su capacidad 
profesional, honestidad y honorabilidad en el ejercicio de sus actividades.  
 
Durarán nueve años en su encargo, serán sustituidos de manera escalonada y no podrán ser electos para un nuevo 
periodo. Cada tres años se renovará la presidencia del Tribunal de manera rotatoria en función del número de votos 
que obtenga cada candidatura en la elección respectiva, correspondiendo la presidencia a quienes alcancen mayor 
votación. 
 
El Tribunal de Disciplina Judicial funcionará en Pleno y en comisiones. El Pleno será la autoridad substanciadora en 
los términos que establezca la ley y resolverá en segunda instancia los asuntos de su competencia. Podrá ordenar 
oficiosamente o por denuncia el inicio de investigaciones, atraer procedimientos relacionados con faltas graves o 
hechos que las leyes señalen como delitos, ordenar medidas cautelares y de apremio y sancionar a las personas 
servidoras públicas que incurran en actos u omisiones contrarias a la ley. 
 
Cualquier persona o autoridad podrá denunciar ante el Tribunal de Disciplina Judicial hechos que pudieran ser objeto 
de responsabilidad administrativa o penal cometidos por alguna persona servidora pública del Poder Judicial, 
incluyendo a Magistradas, Magistrados, Juezas y Jueces, a efecto de que investigue y, en su caso, sancione la 
conducta denunciada. El Tribunal de Disciplina Judicial conducirá y sustanciará sus procedimientos de manera 
pronta, completa, expedita e imparcial, conforme al procedimiento que establezca la ley. 
 
El Tribunal desahogará el procedimiento de responsabilidades administrativas en primera instancia a través de 
comisiones conformadas por tres de sus integrantes, que fungirán como autoridad substanciadora y resolutora en 
los asuntos de su competencia. Sus resoluciones podrán ser impugnadas ante el Pleno, que resolverá por mayoría 
de cuatro votos, en los términos que señale la ley. Las decisiones del Tribunal serán definitivas e inatacables y, por 
lo tanto, no procede juicio ni recurso alguno en contra de estas. 
 
El Tribunal conducirá sus investigaciones a través de una unidad responsable de integrar y presentar al Pleno o a 
sus comisiones los informes de probable responsabilidad, para lo cual podrá ordenar la recolección de indicios y 
medios de prueba, requerir información y documentación, realizar inspecciones, llamar a comparecer y apercibir a 
personas que aporten elementos de prueba, solicitar medidas cautelares y de apremio para el desarrollo de sus 
investigaciones, entre otras que determinen las leyes. 
 
El Tribunal podrá dar vista al Ministerio Público competente ante la posible comisión de delitos y, sin perjuicio de 
sus atribuciones sancionadoras, solicitar el juicio político de las personas juzgadoras electas por voto popular ante 
el Congreso del Estado. 
 
Las sanciones que emita el Tribunal podrán incluir la amonestación, suspensión, sanción económica, destitución e 
inhabilitación de las personas servidoras públicas. 
 
El Pleno del Tribunal, por mayoría de tres votos, será el encargado de resolver las controversias relacionadas con 
los procesos de readscripción de Juezas y Jueces que lleve a cabo el Órgano de Administración del Poder Judicial. 
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El Tribunal evaluará el desempeño de las Magistradas y Magistrados y las Juezas y Jueces que resulten electas en 
la elección que corresponda, durante su primer año de ejercicio. La ley establecerá los métodos, criterios e 
indicadores aplicables a dicha evaluación. 
 
La ley señalará las áreas intervinientes en los procesos de evaluación y seguimiento de resultados, garantizando la 
imparcialidad y objetividad de las personas evaluadoras, así como los procedimientos para ordenar las siguientes 
medidas correctivas o sancionadoras cuando la evaluación resulte insatisfactoria: 
 
a) Medidas de fortalecimiento, consistentes en actividades de capacitación y otras tendientes a reforzar los 
conocimientos o competencias de la persona evaluada, a cuyo término se aplicará una nueva evaluación, y 
 
b) Cuando la persona servidora pública no acredite favorablemente la evaluación que derive de las medidas 
correctivas ordenadas o se niegue a acatarlas, el Tribunal podrá ordenar su suspensión de hasta un año y determinar 
las acciones y condiciones para su restitución. Transcurrido el año de suspensión sin acreditar satisfactoriamente 
la evaluación, el Tribunal resolverá de manera fundada y motivada la destitución de la persona servidora pública, sin 
responsabilidad para el Poder Judicial. 
  
Las Magistradas y los Magistrados del Tribunal de Disciplina ejercerán su función con independencia e 
imparcialidad. Durante su encargo, sólo podrán ser removidos en los términos del Título Séptimo de esta 
Constitución. 
 
 
ARTÍCULO 163 QUÁTER.- (…) 
 
Son integrantes del Consejo Coordinador:  
 
I. a IV. (…) 
 
V. Un representante del Tribunal de Disciplina Judicial; 
 
VI. a VII. (…) 
 
ARTÍCULO 173.- La Gobernadora o Gobernador del Estado, las y los secretarios de despacho y las y los subsecretarios, los 
recaudadores de rentas, la persona titular de la Fiscalía General del Estado y los vicefiscales, las diputadas, los diputados, 
las magistradas, los magistrados, los integrantes del Órgano de Administración del Poder Judicial, las juezas, los jueces, 
las consejeras, las comisionadas, los consejeros o comisionados y las secretarias ejecutivas, los secretarios ejecutivos y 
técnicos de los órganos constitucionales autónomos, las y los presidentes, regidores, síndicos, tesoreros y secretarios de los 
ayuntamientos, así como todos los demás servidores públicos que determine la ley de responsabilidades, deberán presentar 
ante la autoridad que corresponda, bajo protesta de decir verdad, una declaración pública anual de su estado patrimonial, la 
que deberá contener: una relación escrita de sus bienes inmuebles, valores, depósitos en numerario, acciones de sociedad, 
bonos o títulos financieros, vehículos y en general, los bienes que integran su patrimonio.  
 
… 
 
 
ARTÍCULO 176.- Para proceder penalmente contra las diputadas, los diputados, las Magistradas, los Magistrados, los 
integrantes del Órgano de Administración del Poder Judicial, las Juezas y Jueces de Primera Instancia,  las personas 
titulares de las Secretarios de Despacho del Poder Ejecutivo, la o el Fiscal General del Estado y las o los presidentes 
municipales, el Congreso del Estado declarará por mayoría absoluta de los integrantes de la Legislatura si ha o no lugar a 
proceder contra el inculpado.  
 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
… 
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ARTÍCULO 177.- (…) 
 
El juicio político procederá contra la Gobernadora o el Gobernador del Estado, las y los diputados, titulares de las 
secretarías del Poder Ejecutivo, de los organismos de la administración pública paraestatal; las magistradas y los 
magistrados, los integrantes del Órgano de Administración Judicial y las Juezas y los jueces; las y los consejeros o 
comisionados de los órganos constitucionales autónomos, y las y los presidentes municipales, regidores, síndicos, 
la o el secretario y la o el tesorero de los ayuntamientos y, en su caso, concejales municipales, por actos u omisiones 
que redunden en perjuicio de los intereses públicos fundamentales o de su buen despacho, de acuerdo a las 
siguientes prevenciones: 
 
I. a V. (…) 
 
… 
… 
… 

 
T R A N S I T O R I O S 

 
 
ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto, entrarán en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del 
Gobierno del Estado de Durango. 
 
 
ARTÍCULO SEGUNDO. Para efecto del presente Decreto, el Proceso Electoral ordinario 2024 - 2025, dará inicio el día de la 
entrada en vigor del mismo. En dicha elección se elegirán la totalidad de los cargos de Magistradas y Magistrados del Tribunal 
Superior de Justicia; del Tribunal de Disciplina Judicial; la Magistratura del Tribunal de Justicia Penal para Adolescentes. 
La elección de Juezas y Jueces del Poder Judicial, dará inicio atendiendo los términos señalados el artículo séptimo transitorio 
de este Decreto. 
 
Las personas señaladas en el párrafo anterior que se encuentren en funciones al cierre de la convocatoria que emita el 
Congreso del Estado, serán incorporadas a los listados para participar en la elección ordinaria del año 2025, excepto cuando 
manifiesten la declinación de su candidatura previo al cierre de la convocatoria o sean postuladas para un cargo diverso. En 
caso de no resultar electas por la ciudadanía para ejercer su encargo por un nuevo periodo, concluirán su encargo en la fecha 
que tomen protesta las personas servidoras públicas que emanen de la elección ordinaria conforme a las disposiciones 
transitorias aplicables del presente Decreto. 
 
Dentro de los diez días siguientes de la entrada en vigor del presente Decreto, el Consejo de la Judicatura entregará al 
Congreso del Estado un listado correspondiente con la totalidad de cargos de Personas Juzgadoras que se renovaran en la 
elección ordinaria, indicando su distrito judicial, especialización por materia, género, vacancias, renuncias, jubilación y/o 
pensión, y la demás información que se requiera. 
 
El Congreso del Estado dentro de los siete días posteriores emitirá la convocatoria para integrar los listados de las personas 
candidatas que participarán en la elección ordinaria para renovar los cargos del Poder Judicial del Estado de Durango, 
conforme al procedimiento previsto en el artículo 108 de este Decreto. 
 
El Consejo General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Durango, podrá emitir los acuerdos que 
estime necesarios para la organización, desarrollo, cómputo y vigilancia del proceso electoral ordinario del año 2025, 
observando los principios de certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y paridad de 
género. Las y los representantes de los partidos políticos ante el Consejo General del Instituto Electoral y de Participación 
Ciudadana del Estado de Durango no podrán participar en las acciones, actividades y sesiones relacionadas a este proceso. 
 
Podrán participar como observadoras las personas o agrupaciones acreditadas por el Instituto, con excepción de 
representantes o militantes de un partido político. 
 
Las boletas electorales contendrán, entre otros datos, el cargo, la entidad federativa y en su caso la territorialidad que 
corresponda a cada tipo de elección. Llevarán impresos los nombres completos, numerados de las personas candidatas 
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distribuidos por orden alfabético y progresivo, iniciando por el apellido paterno, e indicando la especialización por materia 
cuando corresponda. El listado de personas candidatas distinguirá la autoridad postulante, y las candidaturas de las Personas 
Juzgadoras que estén en funciones en los cargos a renovar y deseen participar en la elección.  
 
La boleta garantizará que las y los votantes asienten la candidatura de su elección conforme a lo siguiente: 
 

a) Para Magistradas y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia podrán elegir hasta ocho mujeres y hasta siete 
hombres; 

b) Para Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial podrán elegir hasta tres mujeres y hasta dos 
hombres; 

c) Para Magistradas y Magistrados del Tribunal de Menores Infractores podrán elegir una mujer y un hombre; 
d) Para Juezas y Jueces podrán elegir una mujer y un hombre en cada cargo. 

 
La etapa de preparación de la elección ordinaria del año 2025, por única ocasión iniciará con la primera sesión que el Consejo 
General del Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Durango que celebre el día de la entrada en vigor 
del presente Decreto. 
 
 
ARTÍCULO TERCERO.- Las Magistradas y Magistrados del Tribunal Superior de Justicia que resulten electos en la elección 
ordinaria de 2025, cubrirán sus periodos conforme a lo siguientes:  
 

a) 5 Magistraturas por un período de 9 años;  
b) 5 Magistraturas por un período de 8 años; y 
c) 5 Magistraturas por un período de 6 años.  

 
Los periodos que correspondan a cada cargo se determinarán en función del número de votos que obtenga cada candidatura, 
correspondiendo un periodo mayor a quienes alcancen mayor votación. 
 
 
ARTÍCULO CUARTO.- El Tribunal de Disciplina Judicial y el Órgano de Administración del Poder Judicial, iniciarán sus 
funciones en la fecha en que tomen protesta las Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial que emanen 
de la elección ordinaria que se celebre en el año 2025. En esta misma fecha, el Consejo de la Judicatura quedará extinto. 
 
El periodo de las Magistradas y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial que resulten electos en la elección ordinaria 
de 2025, serán cubiertos conforme a lo siguiente: 
 
 

a) 2 Magistraturas de 9 años; 
b) 2 Magistratura de  8 años; y 
c) 1 Magistratura de 6 años. 

 
Los periodos que correspondan a cada cargo se determinarán en función del número de votos que obtenga cada candidatura, 
correspondiendo un periodo mayor a quienes alcancen mayor votación, siempre observando el principio de paridad de género. 
 
Previo a la entrada en funciones del Tribunal de Disciplina Judicial y del Órgano de Administración del Poder Judicial, el 
Consejo de la Judicatura implementará un plan de trabajo para la transferencia de los recursos materiales, humanos, 
financieros y presupuestales al Tribunal de Disciplina Judicial en lo que respecta a las funciones de disciplina y control interno 
de los integrantes del Poder Judicial; y al Órgano de Administración del Poder Judicial en lo que corresponde a sus funciones 
administrativas y de carrera judicial. 
 
El Consejo de la Judicatura aprobará los acuerdos generales y específicos que se requieran para implementar dicho plan de 
trabajo, conforme a los plazos que se establezcan en el mismo y en los términos que determinen las disposiciones legales y 
administrativas aplicables. 
 
El Consejo de la Judicatura continuará la substanciación de los procedimientos que se encuentren pendientes de resolución 
hasta la entrada en funciones de los nuevos órganos y entregará la totalidad de los expedientes que se encuentren en trámite, 
así como la totalidad de su acervo documental, al Tribunal de Disciplina Judicial o al Órgano de Administración del Poder 
Judicial, según corresponda. 
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Las personas que integren el Pleno del Órgano de Administración del Poder Judicial a que se refiere el artículo 124 
del presente Decreto, deberán ser designadas para iniciar sus funciones el mismo día en que tomen protesta las Magistradas 
y Magistrados del Tribunal de Disciplina Judicial. Para la designación de las tres personas integrantes del Órgano de 
Administración del Poder Judicial que correspondan al Pleno del Tribunal Superior de Justicia, se requerirá, por única ocasión, 
del voto de diez de sus integrantes. 
 
Las Consejeras y Consejeros de la Judicatura que se encuentren en funciones a la entrada en vigor del presente Decreto, 
podrán postularse y participar en la elección del año 2025, para integrar el Tribunal de Disciplina Judicial u otro cargo de 
elección popular del Poder Judicial, cuando cumplan con los requisitos constitucionales y legales aplicables. 
 
Las Consejeras y consejeros de la Judicatura del Poder Judicial que concluyan su encargo por no postularse en la elección 
ordinaria del año 2025, recibirán el haber de retiro, siempre y cuando presenten su renuncia al cargo antes de la fecha de 
cierre de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 108 de este Decreto, misma que tendrá efectos al 31 de agosto 
de 2025; quienes hayan decidido postularse y no resulten electos, el haber de retiro será proporcional al tiempo de su 
desempeño 
 
 
ARTÍCULO QUINTO.- Las Magistradas, los Magistrados, las Juezas y los Jueces del Poder Judicial que concluyan su encargo 
por no postularse en la elección ordinaria del año 2025, recibirán el haber por retiro, siempre y cuando presenten su renuncia 
al cargo antes de la fecha de cierre de la convocatoria señalada en la fracción I del artículo 108 de este Decreto, misma que 
tendrá efectos al 31 de agosto de 2025; quienes hayan decidido postularse y no resulten electos, el haber de retiro será 
proporcional al tiempo de su desempeño. 
 
Las Magistradas, los Magistrados, las Juezas y los Jueces del Poder Judicial que concluyan su encargo por haber declinado 
su candidatura o no resultar electas por la ciudadanía para un nuevo periodo, serán acreedoras al pago de un importe 
equivalente a tres meses de salario integrado y de veinte días de salario por cada año de servicio prestado, así como a las 
demás prestaciones a que tenga derecho.      
 
 
ARTÍCULO SEXTO.- El Congreso del Estado tendrá un plazo de ciento ochenta días naturales a partir de la entrada en vigor 
del presente Decreto, para realizar las adecuaciones a las leyes estatales que correspondan para dar cumplimiento al mismo. 
Entre tanto, se aplicarán en lo conducente, de manera directa, las disposiciones constitucionales en la materia y, 
supletoriamente, las leyes en materia electoral en todo lo que no se contraponga al presente Decreto. 
 
En términos de lo dispuesto por el párrafo tercero del artículo Octavo Transitorio del Decreto por el que se Reforman, 
Adicionan y Derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en Materia de 
Reforma del Poder Judicial, publicado en el Diario Oficial de la Federación el quince de septiembre de dos mil veinticuatro, 
para efectos de la organización del proceso electoral del año 2025, no será aplicable lo dispuesto en el penúltimo párrafo de 
la fracción II del artículo 105 de La Constitución Federal. 
 
 
ARTÍCULO SÉPTIMO.- Para el caso de las Magistraturas que quedasen vacantes a la entrada en vigor del presente Decreto, 
el Pleno del Tribunal Superior de Justicia, por única ocasión deberá nombrar como titular provisional de la Magistratura, a 
alguna de las Juezas o Jueces que se encuentren en funciones y cuyos cargos no sean sujetos a elección en 2025. Las 
Juezas o Jueces que sean elegidos como titular provisional de la Magistratura, concluirán su encargo en la fecha que tomen 
protesta las personas servidoras públicas que emanen de la elección ordinaria del año 2025, por lo que regresarán a su 
asignación original. 
 
Para seleccionar los cargos a renovar en la elección ordinaria del año 2025, se dará prioridad a las vacancias, jubilaciones o 
renuncias de las Juezas y Jueces que así lo decidan.  
 
 
ARTÍCULO OCTAVO.- Se derogan todas las disposiciones que se opongan al presente Decreto. 
 
 
El Ciudadano Gobernador del Estado sancionará, promulgará y dispondrá se publique, circule y observe. 
 


